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RESUMEN

La violencia contra las mujeres se ha convertido en objeto de 
interés de la comunidad internacional, quien la ha calificado 
como una grave vulneración a sus derechos humanos. Dentro 
de los diversos marcos teóricos que intentan explicar las cau-
sas de esta violencia se halla la construcción de relaciones 
de género presentes al interior de las distintas sociedades. El 
presente artículo tiene como objetivo analizar el femicidio en 
Chile y las respuestas legales y sociales ante este crimen. En el 

manuscrito se reflexiona sobre la violencia contra las mujeres 
como un problema social y de derechos humanos, y se define 
el femicidio analizando la naturaleza y alcance de este delito. 
El análisis de este fenómeno en países de América Latina, pero 
particularmente en Chile, da cuenta de que se han logrado im-
portantes avances al abordar el problema, pero que todavía ex-
isten desafíos para prevenir y eliminar adecuadamente este tipo 
de crimen.
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EL MIOPE TRATAMIENTO LEGAL DEL 
FEMICIDIO EN CHILE. UN ANÁLISIS A LA LUZ 

DE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO
CLAUDIA MORAGA-CONTRERAS y CRISTIÁN PINTO-CORTEZ

Impulsada por movi-
mientos feministas y por diversas organi-
zaciones alrededor del mundo, la 
Organización de las Naciones Unidas ex-
presó su especial preocupación por las 
cuestiones relativas a las mujeres a partir 
de 1975, con motivo de la Conferencia 
Mundial de México. Dicho evento dio 
paso a una serie de otros encuentros 
mundiales y regionales, además del au-
mento de organizaciones vinculadas al 
programa de Naciones Unidas (ONU, 
2006), como la Conferencia Regional so-
bre la Mujer de América Latina y el 
Caribe, celebrada por primera vez en 
1977 y cuyo objetivo es identificar las 
necesidades regionales y subregionales de 
este colectivo, presentar recomendacio-
nes, realizar evaluaciones periódicas de 
las actividades llevadas a cabo en cum-
plimiento de los acuerdos y planes regio-
nales e internacionales, y proporcionar 

un foro para el debate. Sin embargo, no 
fue hasta el 20 de diciembre de 1993 que 
la Asamblea General de la ONU declaró 
la eliminación de toda forma de violencia 
contra la mujer. Más concretamente, hizo 
hincapié en la supresión de todo acto de 
violencia basado en la pertenencia al 
sexo femenino que tenga o pueda tener 
como resultado un daño o sufrimiento fí-
sico, sexual o sicológico para la mujer, 
así como las amenazas de tales actos, la 
coacción o la privación arbitraria de la 
libertad, tanto si se producen en la vida 
pública como en la vida privada (ONU, 
1993), sin importar el vínculo que el au-
tor del acto de violencia presenta con la 
víctima.

En esa misma línea, la 
Organización de Estados Americanos 
adoptó en 1994 la Convención Intera- 
mericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer 

Violencia contra las Mujeres como 
Problema Social y de Derechos 
Humanos

n el contexto de des-
igualdad, discriminación 
e impunidad que impera 
en las sociedades actua-

les, la violencia contra las mujeres surge 
como una violación sistemática y sistémi-
ca a sus derechos humanos y, como con-
secuencia de ello, como un impedimento 
para el desarrollo social, económico y de 
la democracia de los Estados (ONU, 
2007). Afecta seriamente su salud física 
y mental, y les genera consecuencias a 
largo plazo, tales como infecciones de 
transmisión sexual, lesiones, problemas 
con el uso del alcohol, embarazos no de-
seados, abortos, bebés con bajo peso al 
nacer, llegando incluso hasta la muerte 
(OPS, 2014).
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(OEA, 1994), en cuyo preámbulo se afir-
ma que esta clase de violencia constituye 
una violación de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales y limita to-
tal o parcialmente a la mujer el reconoci-
miento, goce y ejercicio de tales derechos 
y libertades, estableciendo en su artículo 
primero que debe entenderse como cual-
quier acción o conducta, basada en su 
género, que cause muerte, daño o sufri-
miento físico, sexual o psicológico a la 
mujer, tanto en el ámbito público como 
en el privado (OEA, 1994).

Si bien el interés decla-
rado por la ONU y la OEA a través de 
estos instrumentos específicos supone 
una respuesta para disminuir la violencia 
contra las mujeres, en la actualidad que-
da de manifiesto que la alternativa legal 
por sí sola no ha sido una solución al 
problema. A este respecto, tanto organi-
zaciones de la sociedad civil como la 
academia, han sugierido la necesidad de 
abordar esta cuestión desde una perspec-
tiva integral, considerándola como un 
problema sociocultural que requiere, en-
tre otras cosas, una respuesta legal 
(Huertas et  al., 2016), por lo que, para 
comprender el origen de este tipo de vio-
lencia debemos posicionar el problema 
más allá del ordenamiento jurídico y ubi-
carlo en el plano social. Lo anterior nos 
lleva a reflexionar sobre varias interro-
gantes, por ejemplo, ¿Cuáles son los fac-
tores que explican la violencia hacia las 
mujeres?, ¿Por qué las mujeres sufren de 
violencia en casi todas las culturas?, 
¿Cuáles son las posibles soluciones?, 
¿Con qué y cómo debe estar articulado el 
tratamiento jurídico para que este sea 
efectivo?, o a cuestionarnos ¿Cómo la 
persistencia de imaginarios fuertemente 
arraigados, ha impedido que la consoli-
dación del respeto a los derechos de las 
mujeres sea plena? (Benítez, 2017).

Estas preguntas han 
sido abordadas desde distintas perspecti-
vas disciplinares de las ciencias sociales, 
tales como la psicología, el Derecho, la 
sociología y la antropología. Es así que 
en la actualidad, uno de los marcos teó-
ricos que mejor explican la violencia ha-
cia las mujeres es la perspectiva de géne-
ro (ONU, 2006).

La violencia contra las mujeres como 
violencia de género

El vocablo ‘género’ se 
introduce primeramente en el discurso 
científico cuando, al estudiar los estados 
intersexuales, se concluye que ciertas per-
sonas, especialmente hermafroditas, cons-
truyen una identidad sexual definida que 
puede estar en contradicción con su sexo 
corporal, atendido que las conductas de 

los padres, la biografía y el medio social 
imprimen roles de género al sexo que le 
es asignado al recién nacido (Tubert, 
2003), otorgándosele una denominación a 
una categoría a la que ya se había adelan-
tado Simone de Beauvoir al afirmar que 
una mujer no nace sino que se hace (De 
Beauvoir, 2016). Con lo anterior, se da lu-
gar al campo de investigación del feminis-
mo de los años 60 y 80 del siglo pasado, 
basado en que nuestra pertenencia a un 
sexo determinado implica automáticamen-
te la asignación socio–cultural de una se-
rie de atribuciones, concepciones y modos 
de conducta, lo que da contenido al con-
cepto de género y pone en tela de juicio 
el determinismo biológico imperante hasta 
la época, según el cual, mujeres y hom-
bres hacemos, sentimos y pensamos de 
una determinada manera por nuestra cons-
titución biológica, la que por su naturaleza 
resulta imposible de modificar y, por lo 
tanto, imposible de cuestionar (Beltrán y 
Maquieira, 2008). Así, el movimiento fe-
minista, como todo movimiento social, 
crea nuevos enfoques constructivistas y 
sociales, entregándonos marcos de referen-
cia y diversos significados para volver a 
interpretar aquello que dábamos por sen-
tado, volviendo controvertido un aspecto 
que era aceptado como normativo, logran-
do que la violencia contra las mujeres 
atraviese igualmente un proceso de redefi-
nición, constatando que esta no es una 
realidad nueva y desmitificando sus cau-
sas (De Miguel, 2003).

El género es diferente y 
cambiante de acuerdo a la época y al 
contexto histórico, económico y político, 
analiza las relaciones entre hombres y 
mujeres, evidenciadas en roles, compor-
tamientos, valores, gustos, temores, ras-
gos de personalidad, red de creencias, 
actitudes, conductas, autovaloraciones y 
posiciones, todo lo cual se va incorpo-
rando a través de la socialización tem-
prana como pautas de crianza en el ám-
bito familiar y termina internalizado co- 
mo prácticas sociales, configurando una 
cultura de lo masculino y otra de lo fe-
menino (Facio y Fries, 1999; Molina, 
2000; Puleo, 2000; Quintero, 2007), sien-
do útil para esclarecer cómo las relacio-
nes de poder y desigualdad han sido cons- 
truidas como diferencias de género a 
través de la totalidad del entramado so-
ciocultural y de las herramientas con-
ceptuales que pueden ser fuente u obs- 
táculo para comprender la desigualdad 
(Maquieira, 2008).

El paso desde la sexuali-
dad biológica a la sexualidad humana es 
el tránsito del sexo al género, relaciones 
de poder que se reflejan y a la vez se 
apoyan en los denominados roles, estatus 
e identidades que van dando origen a las 

relaciones de poder que vinculan a hom-
bres y mujeres y que indudablemente se 
van cristalizando en normas, estereotipos 
y sanciones a fin de que estos sean acata-
dos, lo que favorece la consolidación del 
sistema sexo-género (Cobo, 2008).

El reemplazo de la pala-
bra ‘mujeres’ por ‘género’ no es casual, 
pues la equiparación entre mujer y género 
está en la base de las revisiones críticas al 
concepto de género o, en otras palabras, 
de su cuestionamiento como concepto 
analítico y político coherente. La utilidad 
del concepto género se halla precisamente 
en ser un sistema simbólico y útil para 
expresar las relaciones que se presentan 
entre los integrantes del sistema sexo–gé-
nero y la relación de este con el resto de 
los sistemas que existen en cualquier so-
ciedad como, por ejemplo, la producción, 
la religión, el parentesco, etc. Todos estos 
sistemas ni son pre-culturales, ni inmuta-
bles, ni impermeables; sin embargo, las 
realidades por ellos construidas (particu-
larmente en el caso del sistema sexo-géne-
ro) se han convertido en diferencias abso-
lutas que se sustentan en valores impues-
tos; es decir, valores arbitrarios creados 
por la sociedad que establecen relaciones 
de poder que disminuyen a las mujeres y 
exaltan la superioridad masculina. Por 
medio de estos valores se institucionaliza 
una relación de poder. Las mujeres pre-
sentarían como características propias en 
este sistema la debilidad, la cobardía y la 
sumisión, en cambio los hombres se pre-
sentarían como sinónimo de fuerza, de 
valor, de agresividad. La oposición de las 
características reseñadas da paso a un sis-
tema se complementariedad entre los se-
xos; las mujeres son las que obedecen y 
acatan, y los hombres son los que deci-
den  y ordenan (Orobitg, 2003), todo lo 
cual naturaliza y explica las relaciones de 
violencia entre mujeres y hombres.

A la luz de este marco 
teórico, no podemos perder de vista que el 
término ‘género’ evidencia un significado 
eminentemente político y explicativo, lo 
que la cultura jurídica dominante eclipsa 
al expresarlo como un término neutro 
(Barrère, 2008). Enfatizamos en este pun-
to que la violencia perpetrada por mujeres 
respecto de hombres no puede ser catalo-
gada como violencia de género, es decir, 
como parte de un sistema de dominación 
y de una división del trabajo cuyos funda-
mentos la promueven y hacen que sea to-
lerada socialmente (Osborne, 2009).

Ahora bien, de las di-
versas expresiones que puede adoptar 
esta clase de violencia, sin duda que su 
muerte es la más extrema de ellas. Para 
dar cuenta de la muerte de mujeres por 
el solo hecho de serlo se han utilizado 
los términos femicidio y feminicidio, los 
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que regularmente se emplean como sinó-
nimos pero envuelven dentro de sí conno-
taciones diferentes.

Femicidio: Concepto e incidencia en 
América latina y el Caribe, 
particularmente en Chile

El femicidio es una forma 
de dominación y control, la expresión más 
extrema de la violencia de género ejercida 
contra mujeres, adolescentes y niñas, natu-
ralizada en la cultura y tolerada por el 
Estado y la sociedad (Richard et al., 2011).

El término fue desarro-
llado por la escritora estadounidense 
Carol Orlock en 1974 y utilizado por pri-
mera vez por Diana Russel al prestar tes-
timonio ante el Tribunal de Crímenes 
contra la Mujer en Bruselas por el asesi-
nato de tres mujeres dominicanas en ma-
nos de un policía de Trujillo en el año 
1976, concepto que fuere posteriormente 
trabajado junto a Jill Radford (Radford y 
Russel, 1992), según las cuales, en su 
concepción más básica puede ser entendi-
do como “el asesinato misógeno de una 
mujer cometido por un hombre”.

Atendiendo al vínculo exis- 
tente entre las mujeres asesinadas y su 
asesino, además de las circunstancias en 
que ocurre la muerte, el femicidio puede 
presentar diversas modalidades. Al res-
pecto, se distingue entre femicidio íntimo 
o familiar, femicidio no íntimo o no fa-
miliar y femicidio por conexión (Barrero 
et al., 2012).

El femicidio íntimo com-
prende los asesinatos cometidos por hom-
bres con quien la víctima tenía una rela-
ción íntima, familiar, de convivencia u 
otras afines. Este tipo de femicidio es el 
más frecuente y se encuentra contenido en 
las categorías de delitos como homicidio, 
parricidio e infanticidio.

El femicidio no íntimo, 
por su parte, hace alusión a los asesinatos 
cometidos por hombres con quienes la víc-
tima nunca tuvo relaciones íntimas, familia-
res, de convivencia u otras afines. Estos 
casos de femicidio involucran frecuente-
mente el ataque sexual de la víctima. Aquí 
se comprenden crímenes que incluyen la vio- 
lación, los asesinatos sexuales, asesinatos 
seriales, explotación sexual y los ataques 
por parte de hombres de maras o pandillas.

Finalmente, el femicidio 
por conexión hace referencia a las muje-
res que fueron asesinadas en la línea de 
fuego de un hombre tratando de matar a 
una mujer. Es el caso de mujeres y/o ni-
ñas u otras que trataron de intervenir o 
que simplemente fueron atrapadas en la 
acción del femicida.

El feminicidio por su 
parte, si bien alude igualmente a la muer- 

te de mujeres como resultado de violen-
cia de género, constituye una categoría 
de análisis con una enorme connotación 
política, en cuanto implica además la 
inacción del Estado frente a la proble-
mática o la falta de eficacia en las me-
didas tendientes a su erradicación (La- 
garde, 2008).

Hay feminicidio cuando 
de manera criminal existe silencio, omisión, 
negligencia y colusión de las autoridades 
encargadas de prevenir y erradicar estos 
crímenes, cuando es el Estado el que no da 
garantías a las mujeres y no crea condicio-
nes de seguridad para sus vidas en la co-
munidad, en la casa, ni en los espacios de 
trabajo, de tránsito o de esparcimiento. Más 
aún, cuando las autoridades no realizan con 
eficiencia sus funciones (Lagarde, 2008).

A nivel mundial, se ase-
gura que el 38% de las muertes de muje-
res tiene como origen la violencia conyu-
gal (OMS, 2013). En este contexto, 
Latinoamérica ha sido descrita como una 
de las zonas más violentas del mundo 
(Imbusch et  al., 2011), por lo que no ha 
de sorprender que la violencia contra las 
mujeres sea un problema de grandes pro-
porciones, aún cuando existe acuerdo que 
las cifras oficiales no dan cuenta de la 
dimensión real del problema, debido a 
que los Estados no tienen los recursos 
necesarios para medir o estimar la mag-
nitud ni la incidencia real de este flagelo 
(Joseph, 2017). Pese a la falta de informa-
ción, se sabe que en Brasil se comete un 
femicidio cada 3 días (Del Río, 2016), 
que en Argentina durante 2015 una mujer 
fue asesinada cada treinta horas en razón 
a su género y que seis mujeres son asesi-
nadas todos los días en México (Del Río, 
2016). En 2014, todos los días al menos 
12 mujeres latinoamericanas fueron asesi-
nadas por el solo hecho de serlo, con un 
total de 2.000 femicidios; en ese año 
Honduras tuvo el mayor número de femi-
cidios con 531 casos, seguido por El 
Salvador con 183 casos (CEPAL, 2016.) 
Adicionalmente, informes oficiales indi-
can que en 2014 se cometieron 88 femici-
dios íntimos en Colombia, 83 en Perú, 71 
en República Dominicana, 46 en El 
Salvador, 25 en Uruguay, 20 en Paraguay, 
17 en Guatemala y 40 en Chile (CEPAL, 
2015; Servicio Nacional de la Mujer y 
Equidad de Género, 2017). En Colombia, 
un país latinoamericano con una pobla-
ción de 47 millones de habitantes, en pro-
medio una mujer muere asesinada cada 
dos días por un hombre por razones de 
género (Moloney, 2015; Joseph, 2017).

Haciendo eco de esta 
realidad, varios países latinoamericanos 
han decidido legislar sobre el femicidio o 
feminicidio, entre ellos, Chile. El funda-
mento de esta decisión se encuentra en la 

obligación de los Estados de adecuar su 
legislación a los instrumentos internacio-
nales vigentes, en el incremento de los 
casos de muertes de mujeres, en la exce-
siva crueldad con la que tales hechos se 
producen, en la ausencia de tipos penales 
especiales para describir adecuadamente 
el asesinato de mujeres basado en razones 
de odio, desprecio y en todo caso, como 
resultado de las relaciones asimétricas de 
poder entre hombres y mujeres y, final-
mente, en los altos índices de impunidad 
(Garita, 2013). Todo ello pone en eviden-
cia que aún subsisten sistemas normativos 
y actitudes que favorecen la inequidad de 
género, pues consideran esta problemática 
como un asunto entre privados, disua-
diendo a las mujeres de buscar ayuda y 
restando importancia a la responsabilidad 
de terceros de intervenir en situaciones 
de maltrato. Muestra de lo anterior es la 
constatación que en países de América 
Latina y el Caribe hay aceptabilidad en 
cuanto a que el marido tiene el derecho 
de golpear a sus esposas, que éstas se ha-
llan obligadas a tener relaciones sexuales 
no deseadas, que hay una alta obediencia 
conyugal de las mujeres y de que el ma-
rido es la autoridad del hogar (OPS, 
2014), prácticas culturales y creencias 
instaladas que fomentan la violencia y al 
mismo tiempo actúan como barreras para 
la denuncia de esta clase de agresiones.

Femicidio en Chile

El término ‘femicidio’ 
pasa a formar parte del lenguaje legal 
chileno desde el 18 de diciembre de 2010, 
fecha en la que es publicada la ley 
Nº  20.480 que modifica el Código Penal 
y la ley Nº 20.066 sobre violencia intrafa-
miliar, estableciendo el femicidio, aumen-
tando las penas aplicables a este delito y 
reformando las normas sobre parricidio.

Tres años antes de la en-
trada en vigencia de la ley, el Ministerio 
Público constataba que en promedio en 
Chile morían 50 mujeres al año como 
consecuencia de femicidio íntimo en el 
ámbito de la pareja. Por ejemplo, como 
puede observarse en el Figura  1, en el 

Figura  1. Frecuencia de femicidios en Chile 
(2008-1017). Elaborada a partir de datos del 
Servicio Nacional de la Mujer y Equidad de 
Género de Chile.
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año 2008 se registraron 59 casos de femi-
cidio, los cuales disminuyen levemente 
durante 2009 (55 casos) y 2010 (49 ca-
sos), cuando entra en vigencia la ley. A 
partir de ese mismo año se observa un 
descenso sostenido, presentando su míni-
mo en 2012 (32 casos) pero que luego 
muestra una tendencia variable con as-
censos y descensos, observándose un au-
mento significativo en 2015 (45 casos).

Respecto a las caracte-
rísticas específicas de estos delitos, en el 
período 2008-2015 se observa que en el 
81% de los casos, las mujeres mantenían 
o habían mantenido con el agresor una 
relación de matrimonio o convivencia y 
un tercio de ellas habían acudido al siste-
ma penal deduciendo mayoritariamente 
denuncias por los delitos de amenazas, 
lesiones o maltrato habitual, lo que expli-
ca que en los informes de la autopsia 
practicada se constaten lesiones de dife-
rentes datas, lo que no excluye que éstas 
no se presenten (Barrero et al., 2012).

En relación con la forma 
en que se llevó a cabo el delito (Tabla  I), 
datos del año 2008 señalan que los prin-
cipales medios para dar muerte a las mu-
jeres fueron el ataque con arma blanca 
(puñaladas), ataques con armas de fuego 
y golpes en la cabeza. Si bien los datos 
para establecer las causas de muerte son 
de difícil acceso, la tendencia mostrada 
en 2008 se mantiene en los años poste-
riores hasta 2017 (Servicio Nacional de la 
Mujer y Equidad de Género, 2017).

Reconociendo que las ci-
fras de femicidio en Chile son menores a 
las que se registran en otros países de 
Latinoamérica (CEPAL, 2015), es preciso 
matizar que más allá de los datos cuantita-
tivos registrados, las características de los 
delitos dan cuenta de que este tipo de vio-
lencia se ejecuta con ensañamiento y, en 
ciertos casos, con premeditación, lo que 
genera un gran impacto en la población. 
Por otra parte, se observa que a pesar de 
la implementación de la ley, las cifras de 
femicidio no han disminuido pues, pese a 

la baja observada, la cifra de asesinatos 
registrados se mantiene constante a través 
de los años, lo que nos permite plantear 
que la ley no ha cumplido con su principal 
objetivo propuesto, esto es, erradicar la 
violencia extrema contra las mujeres.

Este último punto debe-
ría ser el centro de atención tanto para 
investigadores, profesionales y encargados 
de las políticas públicas en materia de 
prevención y erradicación de esta proble-
mática, resultando interesante las re-
flexiones desde la experiencia colombia-
na, en la que se constata una clara confu-
sión en quienes investigan y juzgan res-
pecto de femicidio y violencia contra las 
mujeres, teniendo en cuenta que el prime-
ro se trata de un acto delictivo sustentado 
en el género de la víctima y, al mismo 
tiempo, se observa que “no son evidentes 
las intervenciones de tipo preventivo en 
el fenómeno feminicida, puesto que no 
existen políticas claras que atiendan la 
eliminación y disminución de la cultura 
machista hegemónica, así como los cons-
tructos sociales sexistas. De esta manera, 
se fundamenta la violencia de género y, 
con ella, la ejecución de feminicidios” 
(Huertas, 2017: 20).

Los vínculos relacionales 
de desigualdad de poder existentes y que 
aún son considerados en muchos casos 
como cuestiones de índole privada y, por 
lo tanto, fuera del alcance de la ley, ge-
neran una percepción de impunidad para 
los autores de esta clase de delitos.

Tratamiento legal del femicidio en Chile

El femicidio en Chile 
fue objeto de estudio mucho antes de la 
preocupación mostrada por los legislado-
res y las legisladoras. El Sistema de 
Naciones Unidas en Chile encargó un es-
tudio a la Corporación La Morada (2004) 
para visibilizar el femicidio y describir el 
estado de los derechos humanos, civiles y 
políticos de las mujeres chilenas. El refe-
rido informe se constituyó como una crí-
tica generalizada al tratamiento legislati-
vo de la violencia en contra de las muje-
res por considerarla fragmentada y par-
cial. Concluyó que el femicidio en Chile 
era obra, en su gran mayoría, de quienes 
tenían una relación íntima con su vícti-
mas y que a la base habían intentos de 
dominación, posesión y control de las 
mujeres por parte de los agresores y, la 
muerte como castigo a la resistencia de la 
víctima, lo anterior como patrón común 
en todos los casos de femicidios, hacien-
do además una abierta crítica al sistema 
legal, judicial y de políticas públicas.

El origen del abordaje le-
gal de esta grave vulneración a los dere-
chos humanos de las mujeres se encuentra 

en el proyecto de ley presentado ante la Cá- 
mara de Diputados el 03/04/2007, en cuya 
elaboración participaron representantes de 
organizaciones gubernamentales y no gu-
bernamentales que se encontraban traba-
jando en temas relativos a mujeres con 
perspectiva de género a nivel nacional.

La propuesta principal 
del proyecto en esta materia se centró en 
la incorporación del delito de femicidio al 
sistema normativo chileno, entendiéndolo 
como todo asesinato en que la víctima 
sea la cónyuge, conviviente o cualquier 
mujer con la que el agresor está o haya 
estado ligado por alguna relación afecti-
va, aclarando que la tipificación obedecía 
a un reconocimiento del problema y a 
una adecuada conceptualización, de modo 
de permitir la difusión de sus implican-
cias y desincentivar su ocurrencia pero 
bajo ningún respecto acarrearía el aumen-
to de las penas ya asignadas.

El ámbito de aplicación 
de la figura de femicidio no estuvo exen-
to de diferencias, pues el proyecto de ley 
no contempló supuestos tales como la 
violencia de género en parejas homo-
sexuales ni la violencia sufrida por tra-
vestis, hipótesis demasiado progresista 
para los legisladores y legisladoras que ni 
siquiera incluyeron todos los supuestos de 
las relaciones de parejas heterosexuales, 
dejando fuera de protección a quienes, te-
niendo vínculos sentimentales con el au-
tor, no fueren sus cónyuge ni convivien-
tes. Ante lo anterior, se propuso sexuali-
zar la respuesta punitiva para efectos 
simbólico-penales y una mejor actuación 
y supervisión del aparato de justicia; sin 
lo anterior se correría el riesgo de discri-
minar por razones de género a grupos o 
colectivos más reducidos, argumentos que 
no fueron oídos. Igualmente, se observó 
una disonancia entre las concepciones 
teóricas de género y las recogidas en el 
proyecto, cuestión que podía constituirse 
en un problema político, y lo ha sido, 
toda vez que el esfuerzo de las mujeres 
se dirige a ampliar el campo de acción de 
los derechos humanos y, de este modo, 
lograr el reconocimiento de toda clase de 
violencia que les toca vivir, existiendo en 
la época una gran aprehensión frente a la 
tipificación del feminicidio, pues ello po-
dría ser percibido como un avance en la 
manera en que el Estado aborda la vio-
lencia contra las mujeres, en circunstan-
cias que la sola modificación o incorpo-
ración de tipos penales no transformará el 
modo en que se responde a esta proble-
mática. Se hizo hincapié en la necesidad 
de prevención de estos delitos a través de 
la diligencia con la que deben actuar los 
órganos pertinentes en aquellos casos de 
violencia no constitutivos de femicidio, lo 
cual sólo se alcanza a través del cambio 

TABLA I
CAUSA DE MUERTE POR 

FEMICIDIO, AÑO 2008
Causa de Muerte Frecuencia Porcentaje
Arma blanca 20 33,8
Asfixia   1   1,6
Calcinamiento   2   3,3
Estrangulamiento   4   6,8
Traumatismo craneano   6 10,6
Arma de fuego 14 23,7
Degollamiento   2   3,3
No especificada 10 16,9

Elaborada a partir de datos del Servicio 
Nacional de la Mujer y Equidad de Género de 
Chile.
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de perspectiva en el abordaje de la pro-
blemática de modo que permita dimensio-
nar su complejidad.

Finalmente, se aprobó el 
nuevo texto del artículo 390 del Código 
Penal, el que además de considerar a ex-
convivientes y excónyuges como sujetos 
recíprocamente activos y pasivos en la fi-
gura de parricidio, incorpora un inciso 
segundo, el cual dispone “El que, cono-
ciendo las relaciones que los ligan, mate 
a su padre, madre o hijo, a cualquier 
otro de sus ascendientes o descendientes 
o a quien es o ha sido su cónyuge o su 
conviviente, será castigado, como parri-
cida, con la pena de presidio mayor en 
su grado máximo a presidio perpetuo 
calificado. Si la víctima del delito des-
crito en el inciso precedente es o ha sido 
la cónyuge o la conviviente de su autor, 
el delito tendrá el nombre de femicidio” 
(BCN, 2017: 217).

Sin embargo, a pesar de 
esta robusta propuesta jurídica, el trata-
miento legal chileno de la violencia de 
género en general y del femicidio en par-
ticular, supone ciertas complejidades. Así, 
a la luz de las cifras proporcionadas por 
organismos oficiales (Servicio Nacional 
de la Mujer y Equidad de Género, 2017), 
se deduce que en los casos de femicidio 
perpetrados entre los años 2008 y 2017 
existen barreras que dificultan el adecua-
do tratamiento legal del tema en cuanto a 
penas aplicadas, denuncias y medidas 
cautelares. Por ejemplo, en relación con el 
autor del delito, si bien se ha reportado 
que en la mayoría de los casos el agresor 
huyó del lugar de los hechos, posterior-
mente fue detenido por Carabineros de 
Chile a la espera de las sanciones. No 
obstante, del total de casos de femicidio 
ocurridos en ese período, el 30% de los 
agresores se suicidaron luego de cometido 
el delito y un 5,5% intentaron suicidarse, 
lo que da cuenta de una primera dificul-
tad para juzgar estos casos y aplicar las 
penas respectivas. En el caso de las san-
ciones aplicadas, las penas más altas fue-
ron de 15 años de presidio, sin considerar 
que los agresores tenían la posibilidad de 
optar a beneficios, destacándose además 
que dos de los agresores fueron reinci-
dentes y habían asesinado a sus exparejas 
antes de cometer el nuevo femicidio.

Respecto a las denuncias 
previas realizadas por la víctima, sólo el 
11,4% de estos casos fueron notificados a 
las autoridades, y de estos sólo el 6,9% 
recibieron medidas cautelares como pro-
hibición de acercamiento a la víctima 
(Servicio Nacional de la Mujer y 
Equidad de Género, 2017). Cabe señalar 
que en dos casos se observó un patrón 
particular donde los agresores tenían de-
nuncias previas y medidas cautelares vi- 

gentes de prohibición de acercamiento a 
la víctima, lo que no fue obstáculo para 
que igualmente se cometiera el femicidio 
y posteriormente se suicidaran.

Los datos expuestos con- 
llevan a una reflexión incipiente pero sig-
nificativa sobre el tratamiento legal del 
femicidio en Chile. En primer lugar, el 
escaso número de denuncias de violencia 
de género por parte de la propia víctima 
o por parte de terceros o de la comuni-
dad en general, es un hecho que llama 
nuestra atención.

En segundo lugar, el bajo 
número de medidas cautelares decretadas, 
en estrecha relación con el bajo número de 
denuncias, y la baja efectividad de estas 
en algunos casos, suponen riesgos perma-
nentes para las víctimas, lo que sumado a 
la baja intensidad de las penas efectiva-
mente aplicadas, nos lleva a cuestionar si 
dichas sanciones son proporcionales a la 
gravedad que reporta esta clase de violen-
cia. Sin duda es un tema que merece revi-
sión por parte del sistema jurídico.

Finalmente, el intento de 
suicidio o el suicidio consumado de los 
autores del delito también es un punto re-
levante, ya que refleja un proceso de vio-
lencia complejo, que se posiciona en una 
relación íntima y aparentemente se va 
volviendo crónico con el tiempo, dando 
indicio de diferentes situaciones de riesgo 
anunciadas para la víctima.

Si bien es cierto que el 
reconocimiento legal de la figura del fe-
micidio y la sanción de este con penas 
que van desde los 15 años y un día hasta 
40 años de pena efectiva, puede conside-
rarse a primera vista como un aporte a la 
visibilización de la violencia contra las 
mujeres, no es menos cierto que la ausen-
cia de una perspectiva de género que dé 
adecuada cuenta de las causas de la mis-
ma y el apropiado tratamiento integral e 
interdisciplinario de una problemática 
arraigada fuertemente en las estructuras 
sociales con énfasis en la prevención, ha 
impedido la eficacia de la misma, toda 
vez que no ha logrado reducirse signifi-
cativamente la ocurrencia de estos deli-
tos, tal y como se lo propuso.

Al mismo tiempo, es 
evidente que se ha descuidado el trabajo 
preventivo para privilegiar el represivo, 
recurriendo de manera excesiva al dere-
cho penal para resolver un problema so-
cial, poniendo acento en una excesiva ju-
dicialización del problema en desmedro 
de las medidas preventivas a nivel sanita-
rio y educativo, todo lo cual empuja a las 
mujeres que sufren violencia de género a 
una carrera de obstáculos en la búsqueda 
de respuestas reales a sus demandas 
(Osborne, 2009). Es por ello que se ha 
realizado un llamado a aunar esfuerzos 

entre la corriente progresista de penalis-
tas y grupos feministas, a fin de discutir 
el mejor modo de aumentar la protección 
de las mujeres y minimizar la aplicación 
del derecho penal (Larrauri, 2007).

Precisamente porque la 
violencia contra las mujeres encuentra su 
sustento en construcciones de género pre-
sentes en mayor o menor medida en to- 
das las sociedades, el derecho por sí solo 
ha sido incapaz de incidir en desincenti-
varla. En consecuenia, reconociendo la 
necesidad de que el derecho colabore en 
la erradicación de la violencia contra las 
mujeres, la complejidad de la temática 
obliga a la entrega de variadas vías de 
solución en las que el derecho solo es 
una más y en las que participan un con-
junto de herramientas y mecanismos que 
permitan un cambio cultural profundo 
(Veloso, 2004), habiendo sin duda facto-
res de orden sociocultural que están en la 
base de la violencia contra la mujer. A 
este respecto, podemos mencionar los va-
lores culturales del sexismo enraizados en 
las sociedades latinoamericanas (Prieto-
Carrón et  al., 2007), las cuales fomentan 
la cosificación sexual y la objetivización 
de la mujer, situándola en una posición 
de vulnerabilidad ante la violencia (Kalra 
y Bhugra, 2013).

Conclusiones

En síntesis, si bien el 
tratamiento legal es indispensable para 
erradicar la violencia contra las mujeres, 
este problema social, no puede pretender 
ser abordado solo por una disciplina que, 
siendo un importante colaborador, no da 
respuestas a todas las cuestiones que esta 
realidad exige, por lo que sacar el proble-
ma desde el ámbito de lo privado no es 
suficiente. Siendo así, proponemos trans-
formarlo en un asunto de interés público 
cuyo abordaje se haga desde una perspec-
tiva de derechos humanos, sin temer al 
adecuado y ponderado recurso del dere-
cho penal.

La violencia contra las 
mujeres ha encontrado en Chile una res-
puesta decidida a través de la tipificación 
del delito de femicidio. Sin embargo, se 
trata de una figura acotada que deja fue-
ra de su protección a todas las mujeres 
asesinadas por hombres con los que no 
tuvo vínculo de convivencia o matrimo-
nio. Proponemos entonces la introducción 
de un tipo penal lo suficientemente am-
plio para explicitar que mujeres mueren 
por el solo hecho de serlo, sumado a un 
marco teórico acertado y una decidida 
política de prevención con énfasis en la 
igualdad entre hombres y mujeres, que al 
mismo tiempo evidencie la gravedad que 
implica el ejercicio de violencia de género 
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y que denuncie la vulneración de los dere-
chos humanos que esta representa.

Proponemos entonces ade- 
cuaciones legales que hagan posible la 
construcción de una solución armónica, 
integral e interdisciplinaria en la que se 
consideren los distintos aspectos que im-
plica la prevención, sanción y erradica-
ción de la violencia de género y en que el 
Derecho se dimensione solo como parte 
de la solución.
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and social responses toward this crime. We reflect over violence 
against women as a social and human rights problem, define fe-
micide and analyze the nature and extent of this crime. The anal-
ysis of this phenomenon in Latin American countries, but partic-
ularly in Chile, reveals that significant progress has been made 
in addressing the problem, but that there are still challenges to 
prevent and eliminate this type of crime adequately.

THE SHORT-SIGHTED LEGAL TREATMENT OF FEMICIDE IN CHILE. AN ANALYSIS IN LIGHT OF 
GENDER PERSPECTIVE
Claudia Moraga-Contreras and Cristián Pinto-Cortez

SUMMARY

Violence against women has become a subject of interest in 
the international community, which has qualified this type of vi-
olence as a serious infringement of their human rights. Among 
the various theoretical frameworks that try to explain the causes 
of this type of violence, we can find the construction of gender 
relationships that are present in the different social groups. The 
aim of this paper is to analyze femicide in Chile and the legal 

a violência contra as mulheres como um problema social e de 
direitos humanos, bem como, a definição do feminicídio a par-
tir da natureza e alcance deste delito. A análise desse fenômeno 
nos países da América Latina, particularmente no Chile, de-
monstra que houve importantes avanços na abordagem do pro-
blema, mas ainda há muitos desafios a enfrentar, sobretudo, em 
questões de prevenção e eliminação adequadas para este tipo 
de crime.

O MÍOPE TRATAMENTO LEGAL DO FEMICÍDIO NO CHILE. UMA ANÁLISE NA VISÃO E NA 
PERSPECTIVA DE GÊNERO
Claudia Moraga-Contreras e Cristián Pinto-Cortez

RESUMO

A violência contra as mulheres tem se tornado objeto de inte-
resse da comunidade internacional, a qual qualificou como gra-
ve ameaça aos direitos humanos. Dentro dos diversos marcos 
teóricos, que tentam explicar as causas de tal violência estão 
a construção das relações de gênero presentes no interior das 
distintas sociedades. O presente artigo tem como objetivo ana-
lisar o femicídio no Chile e as respostas legais e sociais que se 
apontam sobre este crime. Ademais, faz-se uma reflexão sobre 


